	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ


En el juicio que por indemnización por daños derivados de accidente de trabajo y daño moral, incoara el ciudadano GUDELIO JOSÉ GÁMEZ ZAMORA, patrocinado judicialmente por los abogados Marbis Elena Lugo y José González Díaz, contra la sociedad mercantil HECKETT MULTISERV INTERMETAL INC, representada judicialmente por los abogados Leonardo Mata, Humberto Briceño, José Domingo Paoli, José Vicente Melo, Emilio Luis Berrizbeitia, Luis Rengifo Rohl, Hans Sydow, Raif El Arigie, Carlos Gamus, Yolenny Ramos Hurtado, Marianella Morales, Gabriela Ducharne, Muna Antar y Erick Boscán, el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, conociendo en apelación que interpusiere la representación de la accionada, dictó sentencia definitiva en fecha 14 de enero de 2005, mediante la cual declaró parcialmente con lugar el recurso, modificando la decisión proferida en fecha 30 de enero de 2004, por el Juzgado Primero de Transición de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial.


Contra la decisión de alzada, la representación judicial de la accionada anunció recurso de casación, el 25 de enero de 2005, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No fue consignado escrito de contradicción a los alegatos del formalizante.


En la oportunidad fijada para la realización de la audiencia, las partes formularon oralmente sus alegatos y defensas, de manera pública y contradictoria, una vez concluido el debate, procedió la Sala a dictar su sentencia en forma oral e inmediata, todo de conformidad con las previsiones de los artículos 173 y 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.


Concluido el iter procesal establecido, y siendo la oportunidad para reproducir el fallo, lo hace esta Sala bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe, en los siguientes términos:

PUNTO PREVIO

Por razones de naturaleza metodológica, esta Sala decidirá las denuncias formuladas en orden distinto a como están expuestas en el escrito de formalización, analizando preliminarmente la tercera de las denuncias presentadas. Así se establece.

-I-

De conformidad con lo previsto en el artículo 168, numeral 3 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia que la sentencia recurrida incurrió en el vicio de error en la motivación por silencio de pruebas.

Afirma el impugnante que la recurrida no valoró las pruebas aportadas en el expediente por el demandante, de las cuales se evidencia que no puede imputársele a la accionada la comisión de un hecho ilícito. Señala como pruebas silenciadas, en primer lugar, la confesión judicial espontánea realizada durante la audiencia donde reconoce su negligencia e imprudencia, y en segundo lugar, la manifestación hecha por el actor en el instrumento que contiene la declaración del accidente, de la cual se evidencia la culpa de la víctima en el mismo.

Que en razón de lo anterior, la recurrida incurrió en el vicio de silencio de pruebas, violentando lo dispuesto en el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, ya que de haber valorado las mismas, hubiera tenido que, necesariamente, declarar improcedente la indemnización prevista en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo y el daño moral.

Para decidir, la Sala observa:

I
Incurre el formalizante en una falta de técnica al fundar su denuncia en el ámbito del silencio de pruebas como vicio de error en la motivación.

No obstante la observación anterior, esta Sala de Casación Social, en cumplimiento del mandato contenido en los artículos 26 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que establecen la garantía de una justicia idónea, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas y la concepción del proceso como un instrumento fundamental para la realización de la justicia, como quiera que de la fundamentación de la delación, a pesar de incurrir en la imprecisión antes acotada, se desprende la intención de denunciar el vicio de inmotivación por silencio de pruebas, pasa a resolver la presente denuncia, en los siguientes términos:

La Ley Orgánica Procesal del Trabajo, no señala expresamente al vicio de inmotivación por silencio de pruebas, como uno de los motivos de casación, sin embargo, ha sido criterio reiterado y pacífico de esta Sala, incluir como supuesto de falta de motivación al citado defecto, discernimiento éste, que es reiterado hoy.

Así, ha quedado establecido en innumerables fallos que el vicio de inmotivación por silencio de prueba se produce cuando la sentencia omite total o parcialmente el análisis sobre una o todas las pruebas promovidas. Se verifica cuando los jueces incumplen el deber insoslayable de examinar todo el material probatorio que ha sido incorporado a los autos, obligados inclusive, a extender este análisis a aquellos medios de prueba, que a su juicio no sean idóneos o no ofrezcan algún elemento de convicción, debiendo expresar siempre su criterio al respecto.

Igualmente esta Sala considera oportuno ratificar, que en virtud del principio de la comunidad de la prueba y del principio de adquisición procesal, este vicio puede ser denunciado por cualquiera de las partes, por cuanto una vez que la prueba es incorporada al expediente, escapa de la esfera dispositiva y pertenece al proceso, lo que obliga al juez a valorarla con independencia de quien la promovió.

En el caso que nos ocupa, señala el formalizante que hubo falta de análisis de la prueba de confesión judicial espontánea realizada durante la audiencia, cuando el actor reconoció su negligencia e imprudencia en el acaecimiento del infortunio del trabajo y que fue desechada por el ad quem bajo la fórmula que “nada tiene que valorar este Juzgador en cuanto a este medio de prueba”, acusando también el impugnante, este vicio con respecto al silencio por parte de la recurrida en la valoración de dicho actor en la documental de declaración del accidente, de donde se determina su culpa en el mismo.

Ahora bien, constata la Sala que efectivamente al folio 292 de la recurrida, se lee:

“3.- Promovió prueba de confesión de la parte actora respecto al hecho como ocurrió el accidente de trabajo. Nada tiene que valorar este juzgado en cuanto a este medio de prueba”.
Se verifica así mismo, que en el folio 290, de la 3ª pieza de este expediente, en el N° 2, cuando el Juzgador de alzada analiza las pruebas aportadas por el accionante, establece: 

“En cuanto a esta instrumental nada tiene que valorar esta juzgador (sic) por cuanto los hechos que se pretende (sic) demostrar fueron admitidos por la parte demandada en su escrito de contestación de demanda. ASI SE ESTABLECE”. 

Y cuando analiza las pruebas aportadas por la demandada, asentó: 

“Observa este juzgador que los hechos que pretende probar la accionada con este instrumento administrativo, no fue desvirtuado su contenido en el juicio por otro medio de prueba legal, son hechos que no forman parte del debate probatorio en este procedimiento por haber sido admitidos por la parte accionada razón por la cual nada tiene que valorar este juzgador”.

De la trascripción anterior se evidencia, que el sentenciador de la recurrida expuso las razones por las cuales desestimó este medio probatorio, por lo cual debe tenerse por satisfecha la carga de valoración de la prueba a que se hizo referencia anteriormente, es decir, cumplió con indicar las razones por las cuales consideró no conferirles eficacia probatoria, es decir, el sentenciador de alzada señaló las razones que lo llevaron a la convicción que los medios ofrecidos no aportaban ningún elemento de juicio para la resolución de la controversia.

Por todo lo antes expuesto, que esta Sala desestima, por improcedente, la denuncia por silencio de prueba. Así se decide.

-II-

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 168, numeral 3 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia que la sentencia recurrida incurrió en el vicio de falsa motivación.

Al sostener tal denuncia, afirma el impugnante que la recurrida para condenar el daño moral peticionado, establece que:

“…este accidente se produjo como consecuencia de la violación flagrante de las normativas de seguridad en el trabajo en la que incurrió la empresa hoy demandada, al permitir la extensión desmesurada de la jornada de trabajo de este (sic)…”. (Negrillas del recurrente).

Asimismo, en cuanto a la condena de la indemnización prevista en el artículo 33 de la LOPCYMAT, la sentencia dispone:

“También considera este Juzgador que es procedente el pago de …omissis… por considerar que el patrono esta (sic) obligado a velar por las condiciones de trabajo minimizando los riegos (sic) que puedan poner en peligro la vida y el bienestar de los trabajadores, pues el patrono debía prevenir que el trabajador tenias (sic) excesivas horas laboradas”. (Resaltado de la Sala).

Por ende, continúa afirmando el formalizante:

“Como podrá observarse el fundamento para declarar procedentes ambos conceptos reclamados radica en el hecho de que el trabajador había trabajado una jornada laboral en exceso, es decir, había laborado exageradas horas extras.

Al respecto, hay que destacar que no existe prueba alguna tendente  a demostrar este elemento de convicción que el Juzgador dio por probado, ya que no existen elementos en autos que permitan al juez fijar como un hecho que el trabajador laboró en exceso, siendo como es que nuestra representada refutó oportunamente ese alegato expuesto por el demandante. Tanto es así,  que ante la falta de prueba por parte del demandante de su supuesta “excesiva” jornada de trabajo y ante la manifestación del actor en la audiencia oral de que laboró mas de 40 horas extraordinarias seguidas, resulta  lógico-por deducción al absurdo- que el Tribunal desechara la pretensión del actor; sin embargo, procedió a declararla con lugar.

Lo anterior implica que el Tribunal de Alzada incurrió en el vicio de falso supuesto de hecho, al apreciar unos hechos que nunca ocurrieron, lo que se traduce en una falsedad en la motivación. Así solicitamos sea declarado”. 

Indicado esto, la Sala considera oportuno hacer las siguientes disquisiciones: 

Lo primero que debe señalar la Sala, es que el recurrente denotó, un elocuente desconocimiento de la casacional adecuada para soportar su denuncia, alegando la falsa motivación por no existir en autos, pruebas para que el ad quem pudiera establecer como cierto que el trabajador laboró en exceso y consecuencialmente, haya declarado procedente la condena por daño moral y la indemnización consagrada en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo; es decir, se sustentó en actuaciones que no configuran tal infracción, sin embargo esta Sala extremando sus deberes jurisdiccionales, observa que lo denunciable en esta situación es el vicio de suposición falsa. En este sentido, ha señalado esta Sala de manera reiterada, -vid Sentencia de fecha 25-8-04, con ponencia del Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz. Exp. Nº 04-676, Nº 1003,- que:

“El vicio de suposición falsa se refiere forzosamente a un hecho positivo y concreto que el Juez establece falsa e inexactamente en su sentencia a causa de un error de percepción, entre otras razones, porque no existan las menciones que equivocadamente atribuyó a un acta del expediente. Ahora bien, como el mencionado vicio sólo puede cometerse en relación con un hecho establecido en el fallo, quedan fuera del concepto de suposición falsa, las conclusiones del Juez con respecto a las consecuencias jurídicas del hecho, porque en tal hipótesis se trataría de una conclusión de orden intelectual que aunque errónea no configuraría lo que la ley y la jurisprudencia entienden por suposición falsa”.

Observa la Sala que la sentencia recurrida deja establecido de manera contundente e inequívoca como causa generadora del accidente laboral sufrido por el actor, “…la violación flagrante de las normativas de seguridad en el trabajo en la que incurrió la empresa hoy demandada, al permitir la extensión desmesurada de la jornada de trabajo de este, y por no prevenir los riesgos que de tal omisión podría generarse al acarrear condiciones inseguras a los laborantes de la empresa ya identificada, configurándose así como el hecho ilícito en que incurrió el patrono”, y adicionalmente: 

“También considera este Juzgador que es procedente el pago de SESENTA Y CUATRO MILLONES SETECIENTOS DIECISEIS MIL QUINIENTOS VEINTICINCO CON SETENTA Y CINCO CENTIMOS (BS. 64.716.525,75) por concepto de indemnización prevista en el parágrafo  tercero del artículo 33, ejusdem (sic), de la Ley Orgánica de Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, (sic) Por considerar que el patrono esta (sic) obligado a velar por las condiciones de trabajo minimizando los riesgos que puedan poner en peligro la vida y el bienestar de los trabajadores, pues el patrono debía prevenir que el trabajador tenias (sic) excesivas horas laboradas”.

En tal sentido, constata la Sala de las actas integrantes del presente expediente, que efectivamente el trabajo excesivo contribuyó directamente en la materialización del accidente.

Establecido esto así, de acuerdo con lo expuesto precedentemente, y en sintonía con la tesis jurisprudencial anteriormente transcrita, habiendo esta Sala constatado la actitud negligente por parte de la empresa en permitir una excesiva jornada de trabajo, el falso supuesto por parte del ad quem, resulta improcedente. Así se decide.

- III-

De conformidad con el artículo 168, numeral 3 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia que la sentencia recurrida incurrió en el vicio de falta de motivación, en lo que respecta al quantum del daño moral otorgado.

Al sostener la denuncia, afirma el recurrente:

“En efecto, consta de la sentencia recurrida que el Juzgador procedió a otorgar la totalidad del daño moral reclamado sin que exista argumentación o fundamento alguno al respecto (…).

(…) De una mera confrontación entre el texto de la sentencia y lo establecido por la Sala en el fallo en comentarios (sic), resulta evidente que la sentencia recurrida adolece de la motivación necesaria para que la Sala controle los extremos y el quantum del daño moral acordado. Así solicitamos expresamente sea declarado.Si bien es cierto que de conformidad con lo previsto en el artículo 1196 del Código Civil le corresponde al juez fijar el monto por concepto de daño moral a su libre arbitrio, ello no significa que lo pueda hacer de una manera caprichosa o carente de fundamento y sin razonar las causas por las cuales considera aplicable el daño moral”.


El Tribunal ad quem al establecer la procedencia del daño moral, estableció:

“…el actor alega que el hecho generador del daño, que le ocasiona aflicción cuyo petitum dolores (sic) reclama, esta (sic) referida a trastornos psíquicos y emocionales sufridos por GUDELIO JOSE GAMEZ ZAMORA, quien es venezolano, de cuarenta y dos anos de edad (42) casado con YELITZA ELENA DIAZ SILVA, electricista, y quien ganaba para el momento del accidente la suma de Bs. (1.063.834,34) mensuales cuyo salario cubría las necesidades de  su grupo familiar y que ahora esta (sic) signado por profundos sentimientos de dolor y depresiones ante la incertidumbre de su futuro y de su grupo familiar, el cual esta (sic) constituido por su cónyuge y cinco (5) hijos todos de edad escolar …pues al sentirse una persona joven, de apenas cuarenta y dos (42) años de edad, la declaratoria de incapacidad total y permanente no solo limita sus facultades físicas sino que además, le impide el acceso a los centros de trabajo para optar a un nuevo puesto laboral y estable, pues inevitablemente tendrán mayor prioridad aquellos hombres sanos, que concurran ante un procedimiento de de (sic) selección y reclutamiento de personal, todo lo cual es atentatorio de la seguridad económica de su familia. Asimismo, respecto al grado de culpabilidad del actor en la ocurrencia del accidente que produjo las lesiones que hoy causan graves desequilibrios en la humanidad (sic). Quedando plenamente demostrado de los autos, que el accionante no tuvo responsabilidad dolosa en el accidente. Que este accidente se produjo como consecuencia de la violación flagrante de las normativas de seguridad en el trabajo en la que incurrió la empresa hoy demandada, al permitir la extensión desmesurada de la jornada de trabajo de este, y no por prevenir los riesgos que tal omisión podría generarse al acarrear condiciones inseguras a los laborantes de la empresa ya identificada, configurándose así como el hecho ilícito en que incurrió el patrono.

En este mismo orden de ideas, considera este Tribunal el hecho cierto que el actor para la fecha del accidente, tenía una capacidad de ingresos, de Bs. (1.063.833,34) mensuales pues dicha capacidad económica solo, podría estar representada en los actuales momentos con el monto de pensión que le otorga el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, situación que ha desmejorado significativamente los ingresos necesarios para preverle (sic) la satisfacción de las necesidades básicas a su grupo familiar, aunado a ello constituye una frustración para el mismo el no tener oportunidades de optar a un puesto de trabajo estable. De igual forma, se destaca como determinante el que es un hecho notorio y publico la capacidad económica que tiene la accionada, al considerar que la misma constituye una empresa trasnacional con un capital multimillonario hasta desconocido por los asientos de Registro Mercantil que corren en los autos de lo cual emerge la presunción que dicha capacidad económica de la empresa esta (sic) desproporcionalmente por encima de la capacidad del accionante. Todo lo expuesto trae consigo la demostración de un daño moral que el patrono esta (sic) obligado a compensar, razón por la cual se declara procedente el pago de la suma de CINCUENTA MILLONES DE BOLIVARES SIN CERO CENTIMOS (Bs.50.000.000,00) por este concepto de daño moral conforme a la doctrina de nuestra Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia”.

Expuesto lo anterior, la Sala considera oportuno hacer las siguientes consideraciones: 

Tal como se desprende de la cita anterior, la parte impugnante denuncia el vicio de inmotivación del que adolece la recurrida, al haber omitido –según su criterio- los fundamentos de hecho y de derecho en que basó la cuantificación de la indemnización por daño moral denunciada.

Ciertamente, esta Sala en sentencia de fecha 7 de marzo de 2002, sostuvo:

“En decisiones anteriores, este Alto Tribunal ha señalado la naturaleza de orden público atribuido al vicio de inmotivación de las decisiones judiciales, por cuanto el incumplimiento del requisito de la motivación infringe un principio de orden público procesal, el cual configura ´una garantía contra la arbitrariedad judicial`, y es un presupuesto indispensable de ´una sana administración de justicia`, por lo tanto, su incumplimiento puede obstaculizar el control del dispositivo, y ´no podrán en su momento ni el juez de la apelación, ni la Casación, verificar la legalidad de lo decidido.

(...) el fallo que declare con lugar una pretensión por daño moral, debe motivar expresamente, so pena de incurrir en la infracción del ordinal 4º del artículo 243 del vigente Código de Procedimiento Civil, el proceso lógico que lo llevó a declarar procedente dicho pedimento y en base a qué hechos objetivos cuantificó dicho daño moral”.

Igualmente ha señalado esta Sala de manera reiterada, la obligación por parte del Juez de motivar lo acordado por daño moral, de conformidad con el análisis y aplicación de determinados aspectos para que la cuantificación sea justa. 

Así pues, esta Sala señaló en la sentencia N° 144, de fecha 7 de marzo de 2002, lo que a continuación se transcribe:    

“(…) el sentenciador que conoce de una acción por daño moral debe hacer un examen del caso en concreto, analizando los siguientes aspectos: a) la entidad (importancia) del daño, tanto físico como psíquico (la llamada escala de los sufrimientos morales); b) el grado de culpabilidad del accionado o su participación en el accidente o acto ilícito que causó el daño (según sea responsabilidad objetiva o subjetiva); c) la conducta de la víctima; d) grado de educación y cultura del reclamante; e) posición social y económica del reclamante, f) capacidad económica de la parte accionada; g) los posibles atenuantes a favor del responsable; h) el tipo de retribución satisfactoria que necesitaría la víctima para ocupar una situación similar a la anterior al accidente o enfermedad; y, por último, i) referencias pecuniarias estimadas por el Juez para tasar la indemnización que considera equitativa y justa para el caso concreto”.

  

Así mismo, esta Sala señaló en sentencia N° 4, de fecha 16 de enero de 2002, lo siguiente:

“La fijación de la cuantía del daño moral por parte del juez, no puede ser arbitraria, sino que se debe sustentar en el grado de educación y cultura del reclamante, su posición social y económica y la participación de la víctima en el acto ilícito que le ocasionó el daño, a los fines de controlar la legalidad de la fijación realizada por el juez y en el caso, la Alzada no expresa cuáles son las razones para condenar al pago de daño moral y fijar la cuantía, lo que hace inmotivada la decisión...”.

La jurisprudencia de esta Sala de Casación Social, ha sido consecuente en señalar que el Juez tiene amplias facultades para la apreciación y estimación del daño moral, pues pertenece a la discrecionalidad y prudencia del Juez, su calificación, establecimiento, extensión y cuantía. Para fijar ésta última el sentenciador debe tomar en cuenta el grado de educación y cultura del reclamante, su posición social y económica, así como la participación de la víctima en el accidente o acto ilícito que causó el daño y la escala de sufrimientos, todo, para obtener una proyección pecuniaria razonable a indemnizar.

Ha sido reiterada también la jurisprudencia en indicar que aunque el Juez no tiene que fundamentar cada razón expuesta en el fallo, sí tiene que indicar cuáles son los motivos en que basa su decisión, pues la sentencia debe contener en sí misma la prueba de su legalidad. 

Así las cosas, aunque la sentencia recurrida pretende hacer un análisis de los hechos que originaron el daño, la Sala no considera suficiente los motivos de hecho y de derecho en que fundamenta la decisión para estimar la cuantía del daño moral, porque sólo menciona, algunos de los supuestos objetivos contenidos en la doctrina jurisprudencial, para motivar la fijación del quantum, obviando otros, como son: la entidad o importancia del daño, tanto físico como moral, la conducta de la víctima, el grado de educación, cultura, posición social y económica del reclamante, el tipo de reparación satisfactoria, referencias pecuniarias estimadas para tasar la indemnización, haciéndose solo referencia a la capacidad económica de la parte accionada, tales como que es una trasnacional con un capital multimillonario, derivando esto de los asientos del Registro Mercantil que contrariamente a lo que afirma, no constan en autos. También hizo presunciones, con relación a que el actor “… ahora esta (sic) signado por profundos sentimientos de dolor y depresiones ante la incertidumbre de su futuro y de su grupo familiar.…”.
En este orden de ideas, se observa en el caso objeto de estudio, que el Juzgador de Alzada, de una manera muy abstracta o en términos muy generales, cuantifica la indemnización a pagar por daño moral, lo que implica la violación a la jurisprudencia ut supra. 

Siendo así, de conformidad con lo hasta aquí expuesto, resulta procedente la denuncia bajo estudio. Así de decide.

Al ser declarada procedente la denuncia in commento, la Sala se abstiene de examinar las otras delaciones contenidas en el escrito de formalización, por resultar inoficioso.

De conformidad con lo previsto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la Sala anula la sentencia recurrida y procede a decidir el fondo de la controversia, con base en las siguientes consideraciones:

DE LA DECISIÓN AL FONDO DE LA CONTROVERSIA


Se inicia el presente procedimiento por cobro de indemnización por accidente laboral, daños materiales y daño moral, mediante demanda incoada en fecha 5 de octubre de 2001, por la representación judicial del ciudadano GUDELIO GAMEZ ZAMORA, plenamente identificado en autos, contra la empresa HECKETT MULTISERV INTERMETAL INC, en la que afirma que su mandante ingresó a prestar servicio desde el 8 de septiembre de 1997 hasta el 12 de enero de 2001, fecha en la cual fue despedido injustificadamente a pesar que para esa fecha se encontraba restableciéndose de un grabe (sic) accidente laboral en el desempeño de sus funciones como Supervisor General, devengando un salario de Bs. 780.000 mensuales e indicando un salario integral de Bs. 1.063.833,34, equivalentes a Bs. 35.461,11 diarios.


Que el accidente por él sufrido, se debió a la violación por parte de la empresa, de la jornada de trabajo que estaba obligado a cumplir, puesto que en oportunidades se le exigía el cumplimiento de jornadas continuas o sucesivas, abusando de esta forma la empresa del cargo de empleado de confianza que desempeñaba y en la necesidad de mantener su puesto de trabajo para el mantenimiento de su grupo familiar, y fue así, como en su jornada de trabajo, desde el 03 al 10 de agosto de 1999, fue sometido al cumplimiento de guardias sucesivas durante los turnos de 03:00 p.m. a 11:00 p.m, que era su guardia normal de Supervisor y de 11:00 p.m a 07:00 a.m., motivado a que la empresa no disponía de personal, que el mencionado accidente consistió en que después de hacer la descarga de un camión 773 lleno de cal, no bajó la caja de carga del camión y con la parte superior golpeó la cinta transportadora de pellas UL-I2, lo que ocasionó que saliera expelido de éste y le produjera las lesiones indicadas en el escrito libelar. 


Que al momento de terminar la relación de trabajo, el patrono se limitó a cancelarle las prestaciones sociales como si se tratara de un despido injustificado, sin reconocerle las indemnizaciones a que tiene derecho por haber sufrido un accidente de trabajo que lo dejó inhabilitado, sin la oportunidad de procurarse un puesto de trabajo; indemnización ésta que fue reclamada por ante la Inspectoría del Trabajo, en fecha 06 de agosto de 2001.


Con base en las precedentes consideraciones, demanda por concepto de la indemnización establecida en el artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo, la indemnización establecida en el artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, daño moral y contribución única por accidente industrial establecido en la convención colectiva de trabajo, el pago de Bs. 190.000.000,00.


En la oportunidad de dar contestación a la demanda, la representación judicial de la misma opuso la defensa previa al fondo de prescripción, por cuanto el accidente ocurrió el 10 de agosto de 1999 y la demanda fue introducida el 10 de octubre del 2001, es decir, una vez vencido el lapso de dos años para el reclamo por accidentes laborales. 


Así mismo, alega que no existió conducta dolosa ni culposa por parte de la empresa en los hechos que ocasionaron el accidente, ya que el actor fue el responsable directo del accidente, por cuanto él no bajó la caja de carga del camión el cual impactó con la cinta transportadora de pellas, alegó también que la empresa cumplió con todas las normas de seguridad en la ejecución del trabajo, por lo cual no debe desprenderse responsabilidad para con ella en el marco de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo; igualmente alega que no se configuran los requisitos para la procedencia del daño moral demandado, que el actor trabajó después del accidente un año, cinco meses y dos días, que la incapacidad padecida por el actor es parcial y permanente, que no existe instrumento alguno que acredite la incapacidad total y permanente, tachando los instrumentos acompañados con la demanda que pretenden demostrar la misma; invoca la inaplicabilidad de la convención colectiva al actor por cuanto la naturaleza de las labores por él desempeñadas lo categorizan como un trabajador de confianza; negó, rechazó y contradijo los supuestos daños ocasionados, las responsabilidades legales solicitadas, y los conceptos y cantidades demandadas.


En fecha 30 de enero del año 2004, el Juzgado Primero de Transición de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, dictó sentencia declarando, parcialmente con lugar la demanda, condenando a la empresa demandada al pago de la cantidad de Ciento Dieciocho Millones Seiscientos Seis Mil Quinientos Veinticinco Bolívares con Setenta y Cinco Céntimos (Bs. 118.616.525,75) (sic), por concepto de indemnización establecida en el Artículo 571, de la Ley Orgánica del Trabajo, Parágrafo Tercero del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, y daño moral. Dicha decisión fue apelada por ambas partes en fecha 9 de febrero de 2004.


En audiencia pública, fueron oídos los alegatos de las partes ante el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, el cual difirió el pronunciamiento del dispositivo del fallo para el quinto (5º) día hábil siguiente, dictándose el mismo en fecha 25 de agosto de 2004, declarando parcialmente con lugar la apelación ejercida por el apoderado de la parte demandada, modificando parcialmente la sentencia de primera instancia. No hubo condenatoria en costas.


El 25 de enero del año 2005, el apoderado judicial de la parte demandada anunció recurso de casación, contra el mencionado fallo del Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar.


En virtud de la infracción legal declarada ut supra y a los fines de pronunciarse sobre el fondo de la presente controversia, y por cuanto en instancia ya fueron establecidos los hechos, debiendo en consecuencia esta Sala pronunciarse sobre el derecho que sobre los mismos debe aplicarse, lo hace de la siguiente manera:


Con relación a la solicitud de indemnización establecida en el artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo, debe ratificarse el criterio reiterado de esta Sala:

“Las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica del Trabajo, respecto a este punto están contenidas en su Título VIII, “De los Infortunios en el Trabajo”, y están signadas por el régimen de la responsabilidad objetiva del empleador, contemplado en el artículo 560 eiusdem, según el cual el patrono debe responder e indemnizar al trabajador por los accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, provengan del propio servicio o con ocasión de él, aunque no haya imprudencia, negligencia o impericia o inobservancia de los reglamentos por parte de la empresa o de los trabajadores, siempre que no concurra alguna de las circunstancias eximentes previstas en el artículo 563 eiusdem -casos de no responsabilidad patronal-. La citada Ley Orgánica, establece el monto de las indemnizaciones que por concepto de incapacidad debe recibir el trabajador o sus familiares en caso de muerte de aquél.

Dispone el artículo 563 de la Ley Orgánica del Trabajo que el patrono queda exceptuado del pago de las indemnizaciones al trabajador si, primero: el accidente hubiese sido provocado intencionalmente por la víctima; segundo: se debiera a una causa extraña no imputable al trabajo, y no concurriere un riesgo especial preexistente; tercero: cuando se trate de personas que ejecuten trabajos ocasionales, ajenos a la empresa del patrono; cuarto: en caso de los trabajadores a domicilio, y; quinto: cuando se trate de miembros de la familia del empleador, trabajen exclusivamente por cuenta del mismo y vivan bajo el mismo techo.

Para que prospere una reclamación del trabajador en estos casos, bastará que se demuestre la ocurrencia del accidente de trabajo, o el padecimiento de la enfermedad profesional, y la demostración del grado de incapacidad sobrevenida será relevante a los fines de determinar el monto de la indemnización”.

Ahora bien, el artículo 585 de la Ley Orgánica del Trabajo, prevé, que este régimen tiene una naturaleza meramente supletoria, respecto de lo no previsto en las leyes de seguridad social. (Vid. por todas: Sentencia Sala de Casación Social  N° 0236, de fecha 16 de marzo de 2004).

Así, conforme al precedente jurisprudencial sub iudice, y por cuanto de autos (folio 116 de la 1ª pieza) se evidencia que efectivamente el actor estaba inscrito en el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, encuentra ajustado a derecho esta Sala confirmar, lo decidido por la Alzada con respecto a la improcedencia de la reclamación dirigida a la obtención de la indemnización establecida en el Artículo 571 de la Ley Orgánica del Trabajo, en virtud que el artículo 585 eiusdem, establece supletoriedad del régimen, contenido en la Ley Orgánica del Trabajo. Así se declara.

En lo que respecta a la procedencia de la indemnización prevista en el Parágrafo Tercero del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo y a la condenatoria por daño moral, es necesario traer a colación la posición doctrinal de la Sala, contenida en la sentencia anteriormente citada,  (N° 0236, de fecha 16 de marzo de 2004, MIGUEL ÁNGEL ARAQUE vs. INDUSTRIAS DOKER S.A).

“La Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, tiene como objeto regular la parte preventiva de los riesgos laborales, según se expresa en su artículo 1°, y a tal fin dispone en su artículo 33, un grupo de sanciones patrimoniales, administrativas y penales para los casos en que el accidente de trabajo o la enfermedad profesional se produzca por la no corrección por parte del empleador, de una condición insegura previamente advertida y conocida por el empleador.

Concretamente, en el caso de las sanciones patrimoniales dispone la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, en los Parágrafos Primero, Segundo y Tercero del artículo 33, que el empleador debe indemnizar al trabajador por las incapacidades ocasionadas por enfermedades profesionales o accidentes de trabajo, o a sus parientes en caso de muerte del trabajador, cuando dichos infortunios se produzcan como consecuencia del incumplimiento de las normas de prevención, sabiendo el patrono  que sus trabajadores corrían peligro en el desempeño de sus labores y no corrigió las situaciones riesgosas.

En este caso, el empleador responde por haber actuado en forma culposa, con negligencia, imprudencia o impericia, y siempre será preciso que en caso de reclamación de la indemnización correspondiente, el trabajador demuestre que el patrono conocía de las condiciones riesgosas.

Si el trabajador demuestra el extremo antes indicado, el patrono sólo se puede eximir de la responsabilidad si comprueba que el accidente fue provocado intencionalmente por la víctima o se debe a fuerza mayor extraña al trabajo sin que hubiere ningún riesgo especial”.

En estrecha relación con lo anterior, debe reiterarse lo establecido por esta Sala, en sentencia de fecha 02 de julio de 2004, Exp N° 04-0383, así:

“Ahora bien, el actor no demostró, y ello constituía su carga, que el accidente de trabajo ocurrido fuera resultado de una actitud negligente del patrono por no cumplir con las disposiciones previstas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, o por hacerlo prestar su labor en condiciones inseguras.

Siendo la culpa del patrono en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional el elemento determinante para la procedencia de las distintas indemnizaciones previstas en artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, es forzoso para la Sala desestimar el reclamo ahora examinado”.

Al existir constancia  en autos de que la empresa estableció jornadas de trabajo superiores a las  permitidas por la Ley, lo cual se constituye en un factor que incidió en la ocurrencia del accidente, forzoso es para esta Sala declarar la procedencia de la reclamación hecha por concepto de indemnización establecida en el parágrafo tercero del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, y así expresamente se establece.


Con relación al daño moral reclamado, y en acatamiento de la doctrina jurisprudencial de la responsabilidad objetiva esgrimida por esta Sala, tomando en cuenta que la certificación de incapacidad expedida por la Comisión Regional para la Evaluación de Invalidez del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales que cursa en original a los autos al folio 15 de la 1ª pieza del expediente, fechada 9 de agosto de 2001, establece en un 67% el porcentaje de pérdida de capacidad para el trabajo y de la original de la Evaluación de Incapacidad Residual para solicitud o asignación de pensiones, que corre inserta al folio 17 de la 1ª pieza del expediente, fechada 27 de abril de 2001, se establece fractura del malar, contusión cerebral, fractura de rama izquio pubiana y fractura de radio derecho complicada con pseudo artrosis de radio derecho; que en razón de la responsabilidad objetiva no es necesario demostrar la concurrencia de culpabilidad de la accionada; que de la confesión espontánea explanada en el libelo de demanda y en la declaración de parte hecha en la audiencia de apelación, que pudo ser apreciada por esta Sala por medio de la reproducción audiovisual de la misma que corre a los autos, se constata, que el accionante bajó la caja de carga del camión que conducía y con la parte superior golpeó la cinta transportadora de pellas, lo que ocasionó que éste saliera bruscamente del mismo, es decir, fue por un hecho del trabajador accidentado, al no actuar de manera expedita; que aun cuando del libelo de demanda ni de autos se deriva el grado de educación y cultura del demandante debe tomarse en cuenta que la ficha de declaración de accidentes se le cataloga como empleado y en la Evaluación de Incapacidad Residual se indica que es Técnico Mecánico, por lo que debe inferirse un nivel medio de educación; que la capacidad económica de la empresa accionada no se deriva de autos; que la retribución que mitigara en parte la lesión o el daño producido al actor  debe ser una compensación dineraria para ocupar así una posición similar a la que él tenía antes del accidente, tomando como parámetro de referencia el postulado constitucional de vivir con dignidad  y cubrir para sí y para su familia las necesidades básicas materiales, sociales e intelectuales, dada la lesión orgánica y el estado emocional que se deriva de sentirse incapacitado para la realización de determinadas  laborales en una edad todavía útil, esta Sala acuerda concederle por concepto de daño moral la cantidad de VEINTE  MILLONES DE BOLIVARES SIN CENTIMOS (Bs. 20.000.000,00), y así se establece.

DECISIÓN


En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR el recurso de casación intentado por la representación de la demandada contra la decisión proferida por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, en fecha 14 de enero de 2005, por consiguiente, ANULA el referido fallo, y se declara PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda. En consecuencia, se condena a la parte demandada a cancelar a la parte accionante la indemnización contenida en el artículo 33 parágrafo 3 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, la cual asciende a la suma de SESENTA Y CUATRO MILLONES SETECIENTOS DIECISEIS MIL QUINIENTOS VEINTICINCO CON SETENTA Y CINCO CÉNTIMOS (Bs. 64.716.525,75). 


Se ordena pagar al actor la cantidad de VEINTE MILLONES DE BOLÍVARES CON CERO CENTÍMOS (Bs. 20.000.000,00) por concepto de daño moral.


No hay condenatoria en costas del recurso, dada la naturaleza de la decisión.


Publíquese y regístrese. De conformidad con las previsiones del artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, remítase el expediente al Juzgado Primero Transitorio de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Extensión Territorial Ciudad Bolívar, a los fines subsiguientes. Particípese del presente fallo al Tribunal Superior del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial. 

En virtud de alegar causas justificadas, no firma la presente decisión el Magistrado JUAN RAFAEL PERDOMO.


Dada,  firmada  y  sellada  en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los veintiocho (28) días del mes de  julio  de dos mil cinco. Años: 195° de la Independencia y 146° de la Federación.
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